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miento del catalán en el acceso a la función pública. pero en cuanto
dicha ex.igencia supone un condicionamiento singular y específico sólo
sería admisible constitucionalmente en lo estrictamente indispensable
para el fin que justifica la imposición del mismo. Además, dicha
exigencia, en cualquier caso, habría de ser proporcionada a la naturaleza
de la plaza de que se trate. El precepto impugnado, desde su punto· de
vista, resultaría discriminatorio para quienes no posean conocimiento
del catalán y pretendieran acceder a la función pública de la Administra~
ción de la Generalidad.

Sin embargo. el inciso impugnado del art. 34 de la Ley catalana
17/1985, al establecer la exigencia de conocimiento del catalán, parte de
lo dispuesto en el inciso precedente, en el que se recogen los principios
constitucionales de mérito y capacidad para el acceso a la función
pública (art. 103.3 C. E.). y dentro de estos principios es donde se sitúa
el requisito de conocimiento del catalan. No resulta aceptable el
argumento del Abogado del Estado de que esa exigencia puede suponer
un obstáculo para acceder ala función pública para quien carezca del
conocimiento del catalán. El propio principio de mérito y capacidad
supone la carga para quien quiera acceder a una determinada función
publica de acreduar las capacidades, conocimientos e idoneidad exigi­
bles para la función a la que aspira. Por lo que la exigencia del
conocimiento del idioma que es oficial en el territorio donde actúa la
Administración a la que se aspira a servir es perfectamente induible
dentro de los méritos y capacidades requeridas. No debe entenderse la
exigencia de conocimiento del catalán un requisito ad extra, indepen­
diente del mérito y capacidad acreditadas, sino, al igual que cualquier
otro conocimiento o condición exigida para el acceso a la función
publica, una exigencia con cuya acreditación se da satisfacción a dichos
principios constitucionales, en la medida en que se trata de una
capacidad y un mérito que, segun el arto 34 de la Ley catalana 17/1985,
ha de acreditarse y valorarse en relación con la función a desempeñar,
/" por tanto guarda la debida relación con el mérito y capacidad, tal como
Impone el arto 103 C. E. (STC 27/1991, fundamento jurídico 4.°).

La razonabilidad de valorar el conocimiento del catalán como
requisito general de capacidad, aunque variable en su nivel de exigencia,
viene justificada por diversos motivos. En primer lugar debemos
mencionar el carácter del catalán como lengua de la Administración de
la Generalidad, junto con el castellano, ambas de uso preceptivo (art. 5
Ley catalana 7/1983); que son válidas y eficaces las actuaciones
administrativas hechas en catalán (art. 7.1 Ley catal~na 7/1983); y que
los particulares gozan del derecho de usar el catalán en sus relaciones
con la Administración (art. 8 de la Ley 711983 Y STC 8211986,
fundamento juridico 3.°). Además, se trata de un reqUIsito justificado y
equitativo también en función de la propia eficacia de la Administración
autónoma (art; 103.1 C. E.), por lo que resulta constitucionalmente lícito
exigir, en todo caso, un cierto nivel de conocimiento de la lengua
catalana, que resulta imprescindible para que ei funcionario pUeda
ejercer adecuadamente su trabajo en la Administración autonómica,
dado el carácter cooficial del idioma catalán en Cataluña (art. 3.2 C. E.
y 3rt. 3.2 E. A. C.) Ydada también la extensión del uso del catalán en
todo el territorio de la Comunidad Autónoma.

Sala Primera. Sentencia 47/1991, de 28 defebrero. Recurso
de amparo 670/1988. Contra Sentencia del Juzgado de
Instrucción número 1 de Salamanca. en l'ltl de apelación
dimanante de juicio verbal de faltas tramitado ante el
Juzgado de Distrito número 1 de la misma ciudad. Vulne·
ración del principio acusatorio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente. don Fernando García-Mon y
González-Rcgueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo numo 670/1988. interpu{'sto por el Procura­
dor de los Tribunales don Bonilacio Fraile Sánchez; en nombre y
representación de don José Luis Ruipérez Machado: asistido por el
Letrado don Pedro Méndez González, contra Sentencía de 11 de marzo
de 1988 dictada por el Juzgado de InstrucGión mimo l· de Salamanca en
el rollo de apelación núm. 4/88, dimanante de juicio verbal de faltas
tramitado con el mimo 1.278/87 en el Juzgado de Distrito núm. 1 de la
misma ciudad. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente
el Presidente don FranCISCo Tomás y Valiente, quien expresa el parecer
de la Sala.

4. Cuestión distinta, como subraya el representante del Parlamento
de Cataluña, es la de la proporcionalidad de esa exigencia, en función
del tipO y nivel de la funCIón o puesto a desempeñar, que viene impuesta
por el art. 23.2 C. E.. pues sería contrario al derecho a la igualdad en el
acceso a la función pliblíca, exigir un nivel de conocimiento del catalán
sin relación alguna con la capacidad requerida para desempeñar la
función de que se trate. Ciertamente una aplicación desproporcionada
del precepto legal podría llevar a resultados discriminatorios, contrarios
tanto al arto 14 como al 23.2 e E., pero ello no resulta directamente del
precepto impugnado, que entendido en sus propios términos, no tiene
nada de objetable desde el punto de vista constitucional.

El Abogado del Estado reconoce en su escrito de interposición del
recurso, que en realidad no cuestiona tanto la constitucionalidad del
precepto como la constitucionalidad de la aplicación del mismo, que
entiende debería estar supeditada a un criterio de razonabilidad y
proporcionalidad. Pero como ha afirmado este Tribunal en otras
ocasiones (valga por todas la STC 58/1982, fundamento juridico 2.°), no
sirve como argumento de la inconstitucionalidad de una norma el que
en su aplicación o desarrollo puedan producirse extralimitaciones. Estas
caben en la aplicación o desarrollo de cualquier norma legal y frente a
cllo el arto 23.2 C. E. permite impugnar ante la jurisdicción ordinaria, y
en ultimo término ante este Tribunal en vía de amparo, las normas
reglamentarias o aplicaciones de las mismas que quiebren la igualdad
(SrC 50/1986. fundamento jurídico 4.°). Por consiguiente, en tanto que
en las concretas convocatorias de los concursos u oposiciones de acceso
a los Cuerpos y Escalas o plazas de la Función Pública de la Generalidad
no se utilice la exigencia de conocimiento del catalán de manera
irrazonable y desproporcionada impidiendo el acceso a su función
pública de determinados ciudadanos españoles, no se vulnerará la
igualdad reconocida por el arto 23.2 e E. En todo caso, se trata de meras
hipótesis, no basadas en evidencia fáctica alguna, y que en absoluto
desvirtúan la constitucionalidad del inciso final del art, 34 de la Ley
catalana 17/198S<

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACiÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de inconstitucionalidad.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del EstadQ»).

Dado en Madrid. a veintiocho de febrero de mil novecientos noventa
y uno.-Firmados.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio LIo­
rente.-Fernando García-Mon y Gonzá!ez-Regueral.~arlos de la Vega
Benayas.-Miguel Rodriguez·Piñero y Bravo-Ferrer.-Jestis Leguina
Villa.-Luis López Guerra.-José Luis de los Mozos y de los
Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gimeno Sendra.-JoSé
Gabaldón López.-Rubricados.

L Antecedentes

L Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el día 13 de abril
de 1988. el Procurador de los Tribunales don Bonifacio Fraile Sánchez,
en nombre y representación de don José Luis Ruipérez Machado,
interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de 11 de marzo de 1988
dictada por el Juzgado de Instrucción ntim. 1 de Salamanca en el rollo
de apelación núm. 4/88, dimanante de los autos de juicio verbal de faltas
núm. 1.278/87 seguidos en el Juzgado de Distrito núm. 1 de la misma
ciudad.

2. Los hechos en que se basa la demanda de amparo son, en
síntesis, los siguientes:

A) Como consecuencia de las lesiones sufridas por don Javier
Borrego Luis v don Juan Gómez Sánchez el día 23 de agosto de 1987
al ser alcanzado'i ambos peatones por el vehículo matrícula SA-4204-A,
que conducía el recurrente en amparo, don Jose Luis Ruipérez
Machado. se siguieron actuaciones de juicio verbal de faltas en el
Juzgado de Distrito numo 1 de Salamanca con el núm. 1.278/87.

Del referido procedimiento se destaca. pur un lado, que en el acto de
la vista celebrada en fccha 10 de diciembre de 1987, uno de los
lesionados, don Javier Borrego Luis, no se mostró parte y renunció a
toda indemnización que pudiera corresponderle; el otro -don Juan
Gómez Sánchez-, no fórmuló acusación alguna contra el señor Ruipé­
rez, limitándose a reclamar como perjuicios una indemnización en
cuantía de 3.000 pesetas por cada uno de los doce días que estuvo
incapacitado para sus ocupaciones habituales. y el Ministerio Fiscal
solicitó la absolución del señor Ruipérez por no encontrarse acreditada
su culpabilidad. Por otro lado, se reseña el hecho de que el a~tual
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demaudanle de amparo, que compareció al juicio asistido de detensa
técnica, contaba con prueba testifical exculpatoria cuya práctica no
solicitó en la vista ante la ausencia de acusación en dicho acto.

B) En-recha 10 de diciembre de 1987, el Juzgado de Distrito núm.
1 de Salamanca dicta Sentencia, en la que absuelve al señor Ruipérez
Machado de la falta que se le atribuye.

El día 16 de diciembre de 1987, don Juan Gómez Sánchcz. interpone
recurso de apelación contra la anterior Sentencia, que se tramita y
resuelve por el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Salamanca (rollo núm.
4/88) mediante Sentencia de fecha II de marzo de 1988, cuya parte
dispositiva revoca íntegramente el Juez ad quem la resolución del
Juzgado de Distrito y condena al actual demandante de amparo como
autor-responsable de una falta de imprudencia simple sin infracción de
reglamentos y resultado de lesiones a la pena de 10.000 pesetas de multa,
con arresto sustítutorio correspondiente en caso de impago. represión
privada, privación del permiso de conducir durante un mes, indemniza­
ción'}' costas.

Con base en los anteriores hechos, el demandante de amparo suplica
de este Tribunal otorgue el amparo pedido y declare la nulidad de la
Sentencia de 11 de marzo de 1988 dictada por el Juzgado de Instrucción
núm. 1 de Salamanca, o, subsidiariamente, decrete la retroacción de las
actuaciones judiciales a momento anterior al de dictarse la expresada
resolución con el fin de que se emita por el Juzgado nueva Sentencia
absolutoria.

Alega el actor la vulneración de los derechos que consagra el arto 34
de la Constitución -a no padecer indefensión y a ser informado de la
acusación- reconduciendo toda su queja ante esta sede a la infracción
del principio acusatorio porla Sentencia impugnada. Afirma que en la
primera instancia no se formuló acusación alguna contra el mismo, ya
que, como es de ver en los autos, el Ministerio Fiscal solicitó su
absolución por falta de pruebas en el acto del juicio. Y, en cuanto a los
perjudicados, tan sólo uno de ellos solicitó indemnización económica.
pero tampoco formuló acusación alguna contra el mismo; también en la
xgunda instancia el Ministerio Público pidió' su absolución y la
confirmación de la Sentencia del Juzgado de Distrito; por todo lo cual
la Sentencia que resolvió el recurso de apelación y condené al acttml
recurrente vulneró de forma manifiesta el referido principio (lcusatorio.
Dc esa principal infracción -añade el actor- deriva la indefensión
producida: porque al no existir, acusadón, el recurrente no pudo
defenderse contra ella. pese a contar con' abundante prueba testifical en
su descargo: asimismo, se desprende la vulneración deJ derecho a
conocer la acusación, que quedó inédita para él hasta su condena en la
segunda instancia. Cita finalmente el recurrente, en apoyo de su tesis. la
doctrina sentada por la STC 104/1985.

3. Por providencia de 9 de mayo de 1988, la Sección Tercera
(anterior Sala Segunda) de este Tribunal acuerda admitir a trámite la
demanda dc amparo formulada y requerir a los Juzgados de Instrucción
núm. l y de Distrito de igual número, ambos de Salamanca, a fin de que
en el plazo de diez días remitan, respectivamente, testimor..io del rollo
de apelación núm. 4/88 y del juicio de faltas núm. 1.278/87, interesán·
dose al prepio tiempo se' emplace a quienes fueron part~ en dicho
procedimiento, cón excepción del recurrente en amparo, para que en el
expresado plazo puedan comparecer en este proceso constitucional.

4. Por providencia de 20 de junio de 1988, la Sección acuerda tener
por recibidas las actuaciones remitidas por los Juzgados de Instrucción
y de Distrito nums. 1, ambos de Salamanca, yen virtud de lo dispuesto
en el art. 52 de la LOTe, dar vista de las presentes actuaciones :r de las
remitidas por los órganos judiciales al Ministerio Fiscal y al solIcitante
de amparo a fin de que, en el plazo de vein!e días, formulen las
alegaciones que estimen pertinentes.

5. En fecha 15 de juiio de 1988 se recibe el escrito de alegaciones
del Mimsterio Fiscal. En él, tras exponer sucintamente ios hechos,
analiza el :Ainisterio Publico las dos vulneracione$ esenciales en que se
sustenta el rcrurso de amparo, esto cs, la lesión del derecho a ser
informado de la acusación yana padecer indefensión. Comienza por
señalar _que en la demanda dc amparo establece el recurrente una
estrecha vinculacíón entre la falta de acusación v la merma de
posibilidades de defensa. lo que ciertamente puede afi~arse, de forma
que dilicilinente podrá concluirse la violación de uno solo de esos
dercchos alegados, y tambien constituye doctrina constitucional el Que
para que se obtcnga información de la acusación es preciso que esta
última exista; pero -añade- es preciso también destacar la naturaleza
propIa del juicio de faltas en nuestro Derecho positivo, Que, según se
senala en la STC 54/1985, se carncteriza por la ausencia de so!emnida­
rks Esta caraclerístÍ';a impon.: -pcse a la vigt:ncía dt:l principio
acusatorio en estos juicios- determinadas particularidades en la infor­
macíon 9c la acusación en este tipo concreto de procedimientos; una de
ellas radICa en que basta con que la acusación sea sucinta y, por tanto,
que la {',-igencia cOns.titll{'iona1 se cumple cualquiera que St?a la forma en
que la acusación llegue a conocimiento drl imputado en un juicio de
fa,ltas. A. ello ha de aúad¡rse que ~l principio acusatorio no exige la
vlllcuLiclón del JULgador a las calífic~h:¡oncs jurídicas dI" las partes.
siendo los hechos los que constituyen el núcleo do; la acusacíón de cuya

información no puede prescindirse. En el supuesto presente -continúa­
el denunciante, en el acto de la vista del juicio de faltas, solicita lo que
realmente le interesa, esto es, una indemnización económica, pues el
reproche penal le es indiferente, y aunque no tipifica la conducta del
recurrente SI identifica daramente el hecho -atropello- y su autor -el
denunciado-. Entiende el Ministerio Fiscal que con ello se ha satisiechü
la exigencia de ser informado de la acusación a efectos de ejercitar el
derecho de defensa y en virtud de todo ello conduye interesando se
deniegue el amparo solicitado, por cuanto no resulta del proceso la
lesión de los derechos fundamentales que sirven de apoyo a la demanda.

6. La representación procesal del recurrente, mediante escrito
registrado en fecha 15 dejulio de 1988, formuló alegaciones en las que,
retierando los extremos contenidos en el escrito de demanda inicial,
señala además que según la circular de 17 de diciembre de 1987 de la
Fiscalía General del Estado, evacuando consulta acerca de las posibilida­
des del Juez de dictar Sentencia condenatoria ante una petición fiscal de
absolución, se recogen como unicas soluciones o bien hacer uso previo
de la facultad tstablecida en el arto 644 L.E.Crim. o, por analogía con lo
dispuesto en el arto 642, suspender el acto hasta que el denunciante
cuente con defensa técnica, o que este último comparecido con
asistencia técnica, mantenga y fundamente la acusación; y, en todo caso,
preguntar al denunciante si se muestra parte y sostiene acusación. En el
supuesto presente, continua el actor. todavía es más patente la vulnera­
ción del principio acusatorio, pues la Sentencia de instancia es absoluto­
ria precisf\mente por la ausencia· de acusación. En ningún momento el
presunto perjudicado expresó de manera clara o mediante manifestación
expresa su deseo de imposición de una sanción al denunciado y sin tal
circunstancia la condena del recurrente en segunda ins!ancia vulnera los
derechos fundamentales alegados. Por todo ello termina suplicando se
dicte sentencia en los términos solicitados en su escrito de demanda y,
en suma, por la que se otorgue el amparo pedido.

7. Por providencia de fecha 25 de febrero de 1991 se acordó señalar
para dclibera.:íón y votación de esta Sentencia el dia 28 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

L Se plantea como cuestión esencial en el presente recurso de
amparo la referente a si el proceso penal de que trae causa el mismo
-juicio verbal de fa1tas- se ha vulnerado el principio acusatorio. Sobre
tal cuestión ha de centrarse nuestrQ análisis, no sólo porque constituye
el nuclt:o central de la queja denunciada por el recurrente, de la que éste
deriva ulteriormente la lesión de los derechos fundamentales a conocer
la acusación y a defenderse contra la misma, sino también porque,
conforme este Tribunal ha tenido ocasión de señalar anteriormente
(STC 141/1986), el derecho a ser informado de la acusación presupone,
obviamente, la existencia de la acusación misma; y otro tanto cabe
afirmar respecto de la indefensión que se afirma producida, pues es la
inexistencia y desconocimiento de la repetida acusación lo que podrá
provocar la imposibilidad de defenderse de ella.

Centrado así el tema de análisis, ha de reiterarse ante todo la vigencia
que, conforme a la muy reiterada doctrina de este Tribuna!, tiene el
principio ~cusatorio en el tipo de proceso que nos ocupa. esto es, en el
Juicio verbal de faltas. Como se ha dicho en la reciente STC 168/90
(recogiendo abundante jurisprudencia anterior, entre otras, SSTC
54/1985, 84/1985, 104(1985, 41(1986, 163(1986, 57(1987, 17(1988),
K .. el reconocimiento que el arto 24 C.E. efectúa de los derechos a la
tutela ludicial efectiva con interdicción de la indefensión, a ser informa­
dos dé la acusación y a un proceso con todas ias garantías, suponen.
considerados conjuntamente, que en todo proceso penal, "incluidos los
juicios de faltas", el acusado ha de conocer la acusadón contra él
formulada en el curso del proceso para poder defenderse de forma
contradictoria frente a ella, y que el pronunciamiento del Juez o
Tribunal ha de efectuarse precísamente sobre los términos del debate, tal
como han sido formulados en las pretensiones de la acusación y la
defensa. lo cual significa, entre otras cosas. que ha de existir siempre una
correlación entre la acusación y el fallo de la Sentencia)).

2. Pues bien, en el presente supuesto el demandante de amparo
afirma que no existió la anterior correlación, porque el fallo de la
Selltcncia dictada en la segunda instam'ia y que impugna mediante el
recurso de amparo fue condenatorio, sin que previamente existiese
acusación alguna formulada en la causa contra el mismo.

La necesidad de comprobar la exactitud de tal afirmación nos
conduce en primer término al examen del desarrollo y resolución del
juicio de faltas en la primer:l instancia. En el acto de la vista ante el
Juzgado de Distrito, la ausencia de acusación del Ministerio Público es
expresa y evideme; según se recoge en el aeta, el Ministerio Fiscal no
formuló acusación alguna, limitándose a pedir la a~solución por no estar
probada la culpabilidad. Mas, con todo, no es la ausencia de acusación
publica la que puede cuestionarse dado su carácter expreso, sino la
e\isiC'ncia de 3t:Usación particular y concretamente referida a uno de los
perjudicados, toda vez que el atto lesionado manifestó expresamente no
mostrarse pa:te en la causa y renunciar a cualquier indemnización que
pudi~ra corresponderle. Afirma el Ministerio Fiscal en el escrito de
alegaciones del presente recurso de amparo que 'sí hubo acusación
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particular en el desarrollo de! juicio, entendiendo que la misma fue
expresada de forma sucinta y juridicamente incorrecta, pero suficiente,
por el perjudicado y posterior apelante. don Juan Gómez Sánchez, al
declarar el mismo en dicho acto que se afirmaba en sus manifestaciones
anteriores -esencialmente, en el hecho de haber sido atropellado- y que
reclamaba como indemnizadón por los perjuicios sufridos una determi­
nada cantidad económica.

Sin embargo, la anterior apreciación no puede compartirse. El
respeto al principio acusatorio exige que la pretensión punitiva se
exteriorice; así lo ha entendido este Tribunal en anteriores ocasiones al
señalar que no es posible admitir una acusación implicita (por todas.
STC 163/1986). Y la anterior doctrina ha de reiterarse ahora. añadiendo.
en relación con este supuesto. la diferencia que existe entre la ¡ncorree·
ción j¡Jrídica de la calificación que eventualmente efectúe la parte y la
inexistencia en sí de dicha calificación. Dicho en otros terminos. la
diferencia que ha de advertirse entre la incorrección desde un punto de
vista técnico de la aludida acusación y su inexistencia. De forma que, en
efecto. al Juzgador no le vincula la correcta tipificación que de la
conducta efectúe e! particular. ni tampoco la sanción concreta cuya
imposición solicite el mismo, pero sí la ausencia de imputación alguna
de habl:r cometido un ilícito penal y la correlativa de petidón de
condena y sanción penal por su parte. Y esto es lo acontecido en el
supuesto presente. primero, porque no cabe entender como expresa­
mente solicitada una condena por la simple manifestación de que se
reclama una cantidad económica, que no es sino solicitud de reparación
puramente material del perjuicio sufrido, cuando la misma no se
acompaña de una imputación de infracción alguna -aun expresada de la
forma más sencilla y menos tecnica-. de una petición de sanción °
castigo, ni de reproche penal alguno; y. además, porque así lo entendió
también el propio órgano judicial Ouzgado de Distrito núm, I de
Salamanca} en su resolución, al fundamentar la sentencia absolutoria
única y exclusivamente en el hecho de no existir acusación en la causa,
así como en la exigencia constitucional del repetido principio acusatorio
para dictar sentencia condenatoria (fundamento. juridico LO).

3. Similar razonamiento y. consideraciones son aplicabies al desa­
rrollo de! juicio durante la segunda instancia. Tampoco en apelación
solicitó el Ministerio Fiscal condena alguna sino, antes bien, la confir­
mación de la Sentencia absolutoria; y, en lo que respecta al perjudicado­
apelaflte. nuevamente omitió el mismo una petición expresa de con­
dena. reiterando su solidtud de indemnización económica, a la que
aiiadió la de revocación de la anterior resolución; expresión, esta última.

Sula Primera. Sentencia 48/1991, de 28 de lehrero. Recurso
de amparo 740/1988. Contra Sentencia del Tribunal Cen­
tral de Trabajo dictada en autos sobre solicitud de presta-
ciones por desempleo. Vulneración del derecho de huelga:
exigencia de una interpretaci6n de la legalidrd aplicable
más favorable al derecho jimdamental de que se trate.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Mon y
Gonlález-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Legllina
Villa, don Luis Lópe-.l Guerra y don Vicente Gimeno Sendra. Magistra­
dos. ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En e! recurso de amparo núm. 740/1988 promovido por don Jesús
García Cande!, don Jase Planes Bravo. don José María Murcia AJcaraz.
don José Almaida Blaya, don Joaquin Sandoval Peña, don José
Fermindez Hurtado, don Antonio Sánchcz Benito, don Domingo Pineda
Fernández, don Antonio Sánchez Sánchez. don Onofre González
Vicente, don Joaquín Vicente Sandoval, don Vicente López Hemandez,
don Ricardo Baeza Benito. don Antonio Almaida TeUo, don Vicente
Martinez Lacalle. don Antonio Rodríguez Alacid, don Eulogio Jover
Gonzalez, don Felipe López Bernal. don José Quinten Gomariz, don
Jase Sánchez Martínez. don Juan Antonio Gómez IIIán, don Domingo
Martínez Garcia. don Vicente Hcrnández Vicente, don Julian Piqueras
López. don Francisco Perez Sánchcz. don Bartolomé Sánchez Pina. don
Onofre Alarcón Almeia. don Agustín Vicente Rodríguez, don Francisco
Guerrero Martínez. don Fulgencio Cascales Alonso. don José María
Cantero Garda. don Carlos Lozano Gil. don José Malia Delgado
Galiana. don Manuel Hermindez Gómel, don Juan Antonio Chávez
GÓlllCZ. don Francisco Bravo Asís y don José Antonio Martinez
Fernándcz. representados por la Procuradora de ¡os Tribullales doña
Beatriz Ruano Casanova y asistidos por el Letrado don Jase Marín
Marin. contra la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 2 de
febrero de 1988. dictada en au).os sobre solicitud de prestaciones por

que debe entenderse exclusivamente relenda a la citada -repar~ción
material que aquél no había visto satisfecha a traves de la SentenCia del
Juzgado de Distrito, por no ir acompañada no ya de una tipificación
penal de los hechos. sino ni siquiera de solicitud de sanción alguna~

No existió, pues, tampoco en la segunda instancia, acusación expresa
formulada por el perjudicado. no respetándose. por tanto. la exigencia
derivada de la junsprudencia constitucional antes expuesta acerca de la
interdicción de toda acusación implícita. lo que, además. se refuerza y
complementa con la doctrina reiterada de este Tribunal ac,:rca de .Ia
exigencia de! principio acusatorio en cada una de las dos mst.anclas
jud!ciales (por todas. SSTC 163/1986 y 168/1990).

4. La inexistencia de acusación en la causa en el sentido que se
a<:aba de razonar. la consecuente vulneración por la SentenCIa que se
impugna del principio acusatorio y. por ende. de los derechos fundamen­
taks que consagra el art. 24 C.E. ínvocados por el recurrente. determi­
nan la necesaria estimación del presente recurso y el reconocimiento de
la lesión constitucional denunciada. para cuya reparación basta como
contenido de nuestro fallo la anulación de la resolución judicíal en
apelación con subsistencia de la Sentencia absolutoria de instancia.

FALLO

En atem;ión a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTiTUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLÁ,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Luis Ruipérez Machado
y, en su virtud:

Primero.-Anular la Sentencia dictada el 11 de marzo de 1988 por el
Juzgado de Instrucción núm. 1 de Salamanca en el rollo de arelación
núm. 4/88, dimanante del juicio verbal de faltas mimo 1.278/87.
.. Segundo.-Reconocer el derecho del recurrente de amparo a no ser

condenado penalmente sin que medie una acusación previa.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estadm>.

Dada en Madrid, a veintiocho dé febrero de mil novecientos noventa
y uno.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando Gareía·Mon y Gonzalez­
Rcg:ueral.-,carlos de la Vega Benayas.-JcsÚs Legui~a ViHa.-Luis López
Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmado y rubncado.

desempleo. Han- comparecido el Ministerio-Fiscal y el Abogado del
Estado y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando García-Mon y
GonLález-Regueral, quien expresa el parecer de la Sala.

L Antecedentes

l. Por escrito presentado en este Tribunal el 25 de abril de 1988,
doña Beatriz Ruano Casanova. en nombre y representación de don Jesús
Garda Candel y demás trabajadores expresados en el encabezamiento,
interpone recurso de amparo contra la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo (TCT) de 2 de febrero de 1988. dictada en autos sobre solicitud
de prestaciones de desempleo.

2. La demanda de amparo tiene como base los siguientes antece·
dentes de hecho:

a) Tras extinguirse sus contratos de trabajo en virtud de expediente
de regulación de empleo y ser declarados en situación legal de desem­
pk-o. los recurrentes solicitaron del Instituto Nacional de Empleo
(INEM) el reconocimiento de prestación por desempleo. que les fue
reconocida por un periodo de 630 días. Interpuestas reclamaciones
previas en solicitud de mayor periodo (720 días). el INEM las desestimó
porque cada trabajador había estado en huelga legal 50 días durante los
cuatro años inmediatamente anteriores a producirse la situación de
desempleo, días que, para el INEM, no son computables a efectos de la
prestación por desempleo, salvo para computar el período mínimo. ,

b) Los solicitantes de amparo presentaron demanda ante la juris­
dicción laboral. pretendiendo que se declarara su derecho a la prestación
de desempleo por un periodo de 720 días. Argumentaban que e! respeto
al derecho de huelga conduce a interpretar que el periodo de los cuatro
años anteriores a la fecha del cese en la relación laborol debe retrotraerse
durante el mismo periodo de tiempo en que el Irabajador se encontrase
en situación de huelga legal: y ello con la única e~cepción del supuesto
en que se consideran como días realmentecotizados el periodo mínimo
de 1SO días (art. 3.3 del Real Decreto 625/1985. de 2 de abril). La
ínterpretación contraria. con fundamentato en el arto 3.5. en conexión
con el arto 2 del Real Decreto citado, no parece de recibo -se afirmaba
en las demandas-. piles no es una consecuencia absolutamente necesaria
de la norma reglaMentaria Y. en todo caso. conllcvaria una dara y
manifi('sta limitación. indirecta pero limitación sustancial. <id ejercicio
del derecho de huelga.


